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LA RESISTENCIA AL PROYECTO MINERO EN AREQUIPA

SIN LICENCIA

LA CRISIS DE LA DEMOCRACIA LIBERAL

Tía María en marcha

Moralidad inmoral

Las ideas liberales, 
¿‘obsoletas’?

L a corrupción dejó agu-
jeros que hasta ahora no 
podemos tapar. Los de-
rechos de las personas 
dejan de estar protegi-

dos. El Estado incumple su función 
primordial.

El caso Keiko Fujimori es ejemplar. 
Cumple prisión preventiva, pero pare-
ce condenada a quedar tras las rejas. 

La fi scalía pidió prisión preventiva 
basándose en el cargo de obstrucción 
a la justicia. Ella habría incentivado a 
testigos a mentir sobre aportes falsos 
a la campaña de su partido. 

Es una acusación grave. Desde mi 
punto de vista lego, no hay, sin embargo, evi-
dencia o indicio específi co sobre la autoría del 
hecho. Hay un dicho acusatorio (un testigo 
protegido) y una suposición genérica (‘ella tuvo 
que dar esa orden’). 

Los fi scales, por supuesto, hacen su trabajo. 
Ellos acusan, y deben acusar. El que tiene que 
valorar la acusación es el juez. La motivación 
del juez de primera instancia, en este caso, no 
reveló un criterio certero de juzgamiento. 

El juez avaló los criterios de la fi scalía, pero 
no los juzgó. En segunda instancia se detecta-
ron algunos vicios formales en la resolución 
del juez. A pesar de ello, se confi rmó la prisión 
preventiva. 

Los magistrados pusieron el peso de la deci-
sión en la obstaculización de la justicia. El funda-
mento 93 de la resolución concluye que “existe 
una conducta concreta y actitud de la investiga-
da Keiko Sofía Fujimori Higuchi para materiali-

E l evento internacional de la 
semana pasada no fue la reu-
nión del G-20 en Osaka. Fue la 
entrevista que dio el presiden-
te de Rusia, Vladimir Putin, al 

“Financial Times”, el periódico inglés –tal 
vez el mejor del mundo–, antes de viajar a 
Japón. Putin ofreció su visión de la situación 
internacional, de las relaciones de su país 
con las potencias, China y Estados Unidos, de 
la injerencia rusa en Siria y en Venezuela. Y 
terminó divulgando sus opiniones en contra 
del liberalismo, por considerar que a este ya le 
había pasado su tiempo y que ahora está, por 
lo tanto, “obsoleto”. 

El señor Putin está equivocado; su comen-
tario es una manera astuta de desprestigiar 
las reglas liberales sobre las que se construyó 
el orden internacional con posterioridad a la 
Segunda Guerra Mundial. Reglas que está 
intentando destruir ahora el presidente es-
tadounidense Donald Trump con su despre-
cio al multilateralismo y a las instituciones 
creadas para promover la seguridad y el cre-
cimiento económico mundial. Con ese des-
precio, lo que ha hecho es agitar las aguas en 
las que pesca el señor Putin y generar un peli-
groso clima de incertidumbre sobre el futuro. 

La entrevista es de gran interés para los co-
lombianos. Porque los liberales sí que estamos 
preocupados con la polarización ideológica en 
Colombia y la división, casi por mitades, entre 
el populismo de derecha y el de izquierda. Y no 
se puede estar de acuerdo con el señor Putin en 
que la idea liberal no tenga vigencia en la actua-
lidad. Por el contrario, es importante defender-
la y difundirla. Con mayor razón cuando es ata-
cada desde tantos frentes y, muy preocupante, 
desde el mismo partido de gobierno.

Es oportuno recordar –en tiempo de ce-
lebración del bicentenario de la indepen-

dencia– que desde 
los inicios de la Re-
pública, los princi-
pios liberales han 
primado en la or-
ganización de Co-
lombia. La Consti-
tución de 1821 fue 
liberal en su esen-
cia, y los cambios 
de mediados del 

siglo XIX, que incluyeron la abolición defi-
nitiva de la esclavitud y las elecciones como 
medio de expresión del sentir popular, fue-
ron conquistas liberales. El apego a la ley, a las 
instituciones y a la civilidad son valores de los 
últimos 200 años que sirven para proteger los 
derechos económicos, sociales y políticos de 
los ciudadanos. 

Los elementos fundamentales de la ideolo-
gía liberal son la libertad, la igualdad y la jus-
ticia. Es muy interesante que en Colombia, a 
pesar de las múltiples difi cultades que reseña 
la historia, las dictaduras no hubieran fl oreci-
do, como sí ocurrió en los países vecinos. Los 
liberales no creemos en las revoluciones, sino 
en los cambios graduales y las reformas, en el 
“progreso perpetuo”. Y estos procesos se toman 
su tiempo. Que socialmente el país ha progre-
sado, no cabe duda. Y que hay que acelerar y 
asegurar los cambios para lograr una sociedad 
más equitativa y justa también es cierto. 

No es correcto que las ideas liberales estén 
en confl icto con el interés de la inmensa mayo-
ría de la población. ¿Qué más quiere la gente 
sino que se respeten su religión, su género, su 
sexualidad y su dignidad? Sí. Las democracias 
liberales están en difi cultades. Pero las ideas 
liberales no han muerto. 

–Glosado y editado–

L a mayor manifestación 
de la historia se llevó a 
cabo en el 2003, en 
protesta contra la gue-
rra de Iraq. Participa-

ron más de 30 millones de personas 
en más de 800 ciudades del mundo. 
“The New York Times” escribió en 
ese entonces: “Se ha demostrado 
que existen dos superpotencias en el 
planeta: Estados Unidos y la opinión 
pública mundial”. 

Una de las manifestaciones más 
multitudinarias de los últimos tiem-
pos fue la que reunió a 3,6 millones 
en Francia –1,5 millones en París– 
luego del mortal ataque de extremistas islamis-
tas al semanario “Charlie Hebdo” en el 2015. 
Otras de gran repercusión han sido las que mo-
vilizaron en los últimos años a los catalanes in-
dependentistas en Barcelona. Según sus orga-
nizadores, han reunido a un millón de personas 
cada vez. Como se sabe, el Gobierno Español no 
ha cedido y ha procesado judicialmente a sus 
líderes por haber declarado ilegalmente la 
independencia de Cataluña. 

En América Latina, las marchas más mul-
titudinarias han sido las llevadas a cabo en 
Venezuela contra el régimen de Nicolás 
Maduro. A diferencia de las anteriores, 
estas fueron reprimidas a sangre y fue-
go. Según ha reconocido el propio chavismo 
ante la alta comisionada para los Derechos 
Humanos de la ONU, Michelle Bachelet, 
solo en el 2018 fueron ejecutadas 5.287 
personas por “resistencia a la autori-
dad”, muchas de ellas en marchas 
de protesta. 

En el Perú, las movilizaciones 
más amplias han sido las llamadas 
Marcha por la Vida y Ni una Menos. 
Las marchas son una expresión de-
mocrática legítima. No se puede decir lo 
mismo de los bloqueos de carreteras que a 
veces terminan en violencia. El peor fue el lla-
mado ‘baguazo’, en el 2009, un enfrentamiento 
que dejó 33 muertos y un desaparecido, la ma-
yoría policías. Otro lugar donde hubo violencia 
y muerte en el 2011 y el 2015 fue la provincia de 
Islay, en Arequipa, por el rechazo de un sector 
de la población al proyecto Tía María. 

La situación ha cambiado desde entonces. La 
empresa Southern Perú ha hecho un importan-
te trabajo social en la zona. Según encuestas de 
Ipsos, la mayor parte de la población de Islay ve 
con expectativa la inversión, especialmente en 
Mollendo, la capital de la provincia. La expec-
tativa se sustenta en que el principal problema 
de la zona es el desempleo y el contraste entre 
el estancamiento de Mollendo y el progreso de 
Ilo –ubicado a 130 kilómetros– es evidente para 
cualquiera que visite las dos ciudades costeras. 

zar un riesgo razonable de obstaculi-
zación en esta investigación…” (Exp. 
00299-2017-36-5001-JR-PE-01). 

Lo que hay al respecto, sin embar-
go, es el dicho de un testigo sobre re-
cojo de dinero de la tesorería del par-
tido, supuestamente por orden de 
Fujimori. A ello se agrega una serie 
de criterios, muy subjetivos, sobre la 
verticalidad del mando en esa orga-
nización política. 

“Conducta concreta” no es igual 
a “dicho sobre conducta concreta”. 
Para determinar “conducta concre-
ta” se tendría que mostrar un correo 
electrónico, una grabación con la 

voz de la imputada o un video de ella dando 
esa orden para ese fi n. 

No hay eso. Hay sospechas. Serias sospe-
chas sobre hechos muy graves, que por su-
puesto deben ser investigados. Tratándose de 
sospechas, no obstante, corresponde que se 
investigue en libertad. 

Si la sala hubiera advertido la debilidad del 
razonamiento juzgador, habría sido acusada 
de fujimorista. 

Hemos conocido los extremos de la corrup-
ción. Hay miembros de Fuerza Popular que son 
protagonistas. Hay, por eso, una reacción con-
tra todo lo que se asocie a la corrupción. 

La tendencia a rechazar los actos de corrup-
ción, legítima y necesaria, lleva, sin embargo, a 
extremos. Muchos adoptan una posición mora-
lista que no tiene nada que ver con las estrictas 
exigencias de la justicia y la imparcialidad. Es 
un moralismo inmoral.

Según las encuestas efectuadas, 
la mayoría quisiera que alguno de 
sus familiares consiga empleo en 
Tía María. La PEA de la provincia 
de Islay es de 25 mil personas, así 
que los 3.600 empleos directos 
y los más de 5 mil indirectos que 
generaría la mina solo en la etapa 
de construcción provocarían un 
vuelco total en la calidad de vida 
de la región. Además, los S/5 mil 
millones en canon y regalías que 
generaría Tía María en los siguien-
tes 20 años y que permitirían cons-
truir 183 colegios, 7 hospitales, 
300 kilómetros de pistas y más de 

4 millones de metros cuadrados de canales de 
riego, según cálculos de Raúl Jacob, vicepre-

“Al que le toca persuadir y 
amenguar esa desconfi anza 

[en el proyecto] es a las 
autoridades nacionales”.

“Los liberales 
no creemos 

en las 
revoluciones, 

sino en los 
cambios 

graduales”.
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Ipsos, la mayor parte de la población de Islay ve 
con expectativa la inversión, especialmente en 
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¿Quién se atreve a decir “el proceso contra 
Keiko Fujimori está mal”? ¿Y qué consecuen-
cias asumirá el que lo dice? Se le va a decir 
“fujimorista” y se le va a decir “corrupto”. 

Como nadie quiere que le digan “corrup-
to”, entonces muchos miran a otro lado, no 
admiten defectos en el proceso anticorrup-
ción. Esto no es moral, sino moralismo. Si nos 
tapan los ojos con tal de parecer “buenos”, 
ese moralismo es inmoral. 

Algún día aprenderemos a defender prin-
cipios al margen de las personas. Algún día 
valoraremos más la justicia que el ajusticia-
miento, más el derecho que la revancha. 

El viernes pasado tocaba audiencia para 
tratar el pedido de casación de Keiko Fujimo-
ri. Se tuvo que suspender porque uno de los 
magistrados se inhibió. La noche anterior 
había salido un audio que arrojaba dudas 
sobre su independencia. 

Es lo que corresponde, por cierto. Y, sin 
embargo, cabe preguntarse si estos hechos 
extraños no dañan el derecho a la pluralidad 
de instancia de la investigada. Este es un de-
recho fundamental, como reconoce el Tribu-
nal Constitucional (00121-2012-PA/TC). 

Por esta vía de la interrupción sistemática 
del proceso se le facilita a la defensa de Fuji-
mori la denuncia de un agravio constitucio-
nal. ¿Eso se busca? 

Ojalá que el Poder Judicial pueda subsa-
nar de manera rápida y efi caz el traspié de la 
casación. Ojalá pueda demostrar que nues-
tras instituciones pueden administrar justi-
cia, más allá de las olas políticas, ideológicas 
y de una moralidad a veces inmoral. 

Director Periodístico:  
JUAN JOSÉ GARRIDO KOECHLIN

Directores fundadores: 
Manuel Amunátegui  [1839-1875] 

y Alejandro Villota [1839-1861]  
Directores: 

Luis Carranza [1875-1898] 
José Antonio Miró Quesada [1875-1905]  

Antonio Miró Quesada de la Guerra [1905-1935]  
Aurelio Miró Quesada de la Guerra [1935-1950]  

Luis Miró Quesada de la Guerra [1935-1974]  
Óscar Miró Quesada de la Guerra [1980-1981]  

Aurelio Miró Quesada Sosa [1980-1998]  
Alejandro Miró Quesada Garland [1980-2011]   

Alejandro Miró Quesada Cisneros [1999-2008] 
Francisco Miró Quesada Rada [2008-2013] 

Fritz Du Bois Freund [2013-2014]
Fernando Berckemeyer Olaechea [2014-2018]

Francisco Miró Quesada Cantuarias [2008-2019]

Analista político*

ALFREDO

Torres

Periodista

FEDERICO

Salazar

Diario “El Tiempo” de 
Colombia, GDA

CARLOS 

Caballero 
Argáez

sidente de Finanzas de Southern, deberían 
hacer refl exionar a los políticos más críticos 
de la inversión minera. 

Sin duda subsiste un “núcleo duro” oposi-
tor al proyecto en algunas zonas agrícolas de 
la provincia. La explicación es que no confían 
en que la empresa cumplirá con construir una 
planta desalinizadora para usar el agua del 
mar en lugar del agua del río Tambo, ni que la 
mina estará a varios kilómetros de distancia 
del valle, ni que construirá un tren hasta el 
puerto de Matarani. Esa desconfi anza tarda-
rá mucho en desaparecer si solo reciben in-
formación de la empresa y de los opositores 
al proyecto. Al que le toca persuadir y amen-
guar esa desconfianza es a las autoridades 
nacionales. 

El Gobierno es quien debe forjar la confi an-
za ciudadana apelando al rol regulador del 
Estado y, si esto no es sufi ciente, sumando a 
la sociedad civil. Por ejemplo, puede convocar 
al Colegio de Ingenieros para que apoye en la 
supervisión para que la mina no emplee agua 
del río Tambo, o invitar a las universidades 
de Arequipa a participar en la elaboración de 
planes para aprovechar los recursos de canon 
y regalías que dejará la mina. Y es también el 
Gobierno el que debe asegurar que, si un sec-
tor de la población quiere hacer una marcha 
de protesta, esta no afecte el derecho de los 
demás al libre tránsito ni se desate la violencia. 

El tema de fondo es, como señaló el presi-
dente del BCR, Julio Velarde, que los recursos 
naturales son de todos los peruanos y no solo 
de los vecinos de la zona. Al Gobierno le toca 
hacer el máximo esfuerzo para persuadir a la 
población local de la conveniencia de la in-

versión, pero, en última instancia, debe 
ejercer su autoridad. Eludir su responsa-
bilidad no solo perjudicaría a los jóvenes 
de Islay –que a falta de empleo en la zona 
se ven obligados a migrar a la ciudad de 
Arequipa o a Ilo–, sino que tendría un 
enorme costo en la confi anza empresa-

rial, lo que restaría oportunidades de em-
pleo y desarrollo en todo el país. 

*El autor es presidente ejecutivo de 
Ipsos Perú. La fi rma ha realizado es-
tudios para Southern. Las opiniones 

expresadas en el artículo son estricta-
mente personales.
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